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Sr. Amilivia González, Presidente  La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 3 de 
diciembre de 2014, ha examinado 
el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. xxxx1, D. xxxx2 y D. 
xxxx3, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
Sr. Rey Martínez, Consejero 
Sr. Velasco Rodríguez, Consejero y 
Ponente 
 
Sra. García Fonseca, Secretaria 
 
 
 
 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 13 de noviembre de 2014 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxx1, D. xxxx2 y D. xxxx3, debido a los daños sufridos por el fallecimiento de 
Dña. vvvv en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con esa misma fecha, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 571/2014, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes 
de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al Consejero Sr. Velasco Rodríguez. 
 

Primero.- El 27 de julio de 2007 Dña. xxxx1, D. xxxx2 y D. xxxx3 
presentan una reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Junta de 
Castilla y León, debido a los daños sufridos por el fallecimiento de Dña. vvvv en 
un accidente por el mal estado de la calzada. En su escrito exponen: 
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“El pasado 23 de agosto de 2006, tiene lugar en el Km 30,600 de 

la carretera cc502 (xxx1-cc403), en el término municipal de xxx2, (…) un 
fatídico accidente de circulación, consistente en la salida de la vía por el margen 
izquierdo, despeñamiento y choque contra arqueta de piedra, por parte de una 
motocicleta, resultando como consecuencia una persona fallecida y otra herida. 
(…). 

 
»Según el informe emitido por la Guardia Civil, el accidente tiene 

lugar en una vía autonómica, cuya titularidad corresponde a la Junta de Castilla 
y León, (…). 

 
»La calzada en la que acontecen tales hechos es única, de doble 

sentido, formada por dos carriles de circulación y con una anchura de 6,20 
metros.  

 
»Los márgenes de la vía están limitados al margen izquierdo, por 

arcén asfaltado de 0,60 metros, margen terrizo y cuneta irregular, seguida por 
desnivel con vegetación diversa de 3,50 metros y arqueta vierte-aguas, sita en 
el fondo del citado desnivel y al margen derecho por arcén asfaltado de 0,60 
metros, margen terrizo donde existe barrera metálica de seguridad lateral y 
desnivel con vegetación diversa”.  

 
Consideran que el fallecimiento se produjo como consecuencia del 

impacto contra la arqueta vierte-aguas, que carecía de tapa protectora cuando, 
con arreglo a la normativa sobre arquetas, éstas deben disponer de las tapas 
correspondientes, lo que supone un defectuoso funcionamiento del servicio 
público, en este caso de titularidad autonómica. 

 
Reclama una indemnización total de 179.541,24 euros, de los cuales 

159.413,29 euros son para el hijo menor de edad de la víctima, 10.063,98 euros 
para la madre de la víctima y 10.063,98 euros para el padre de la víctima. 

 
Se adjuntan copias del atestado por accidente de circulación, del informe 

de la autopsia y fotografías del lugar del accidente. 
 
Segundo.- El 8 de agosto se comunica a los interesados el plazo para la 

resolución y notificación de este procedimiento. 
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Tercero.- El 2 de agosto de 2010 se remite la reclamación de 

responsabilidad patrimonial a la Compañía Aseguradora ssss, con quién la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León tiene suscrita una póliza de 
seguros.  

 
Cuarto.- Por Orden del entonces Consejero de Fomento de 5 de 

noviembre de 2012 se admite a trámite la reclamación presentada y se nombra 
instructora del procedimiento, lo que se notifica a los interesados.  

 
Quinto.- El 5 de diciembre se acuerda la apertura del período probatorio.  
 
Sexto.- El 8 de enero de 2013 el Jefe de la Sección de Conservación y 

Explotación del Servicio Territorial de Fomento de la Delegación Territorial de la 
Junta de Castilla y León en xxx3 emite informe en el que tras indicar que la 
carretera donde ocurrió el accidente se encontraba en buenas condiciones de 
mantenimiento tanto en lo relativo al firme como a la señalización y 
balizamiento, señala:  

 
“2º.- (…). 

 
»La motocicleta circulaba en sentido de circulación cc403- xxx4 

(…). Existía barrera de seguridad desde el P.K. 30,572 al P.K. 30,618 para 
evitar desnivel de la margen derecha; como se puede apreciar en la ortofoto 
que se adjunta; primeramente existe una curva a la izquierda de radio 120,00 
metros, luego un tramo corte recto de 37 metros y luego otra curva a la 
derecha de radio 50,00 metros en el que existía barra de seguridad.  

 
»La velocidad media de recorrido en ese tramo de carreteras es 

de 64 Km/hora, (…), asimismo en un vehículo se puede tomar dicha curva a 60 
Km/hora aunque si es verdad que disminuyendo la velocidad de recorrido, 
puesto que antes de tomar la curva normalmente es algo superior a 60 
Km/hora, por lo que la motocicleta circulaba a mayor velocidad; pero circulando 
a mayor velocidad lo más fácil es impactar con la barrera de seguridad o salirse 
inmediatamente donde termina la barrera, pero es muy difícil impactar con la 
arqueta de recogida de pluviales que se encuentra fuera de la escapatoria del 
trazado ya que desde el final de la barrera de seguridad hasta la arqueta hay 
52,00 metros de distancia. Asimismo también es difícil impactar con la arqueta 
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puesto que la arqueta de recogida de pluviales de la obra de fábrica del P.K. 
30,518 apenas sobresale del terreno puesto que se adapta a la forma de la 
cuneta.  

 
»En resumen podemos concluir que la motocicleta circulaba a 

mayor velocidad de 64 Km/hora y que el impacto de la víctima contra la 
arqueta fue de forma totalmente fortuita, como lo prueba el hecho de que el 
conductor resultase ileso. 
 

»3º.- Nos reiteramos en que de haber circulado la motocicleta a 
una velocidad menor de 64 Km/hora hubiera resultado imposible salirse de la 
vía, también queremos hacer constar que la entrada de la curva se encontraba 
señalizada con una señal de advertencia de peligro tipo P-14 b ‘Curvas 
peligrosas’. 

 
»4º.- Posteriormente con motivo de la obra (…), se prolongó la 

barrera de seguridad hasta la siguiente curva y se instaló la barrera de 
protección de motociclistas”.  
 

Séptimo.- El 11 de enero tienen entrada en el registro único de la 
Consejería de Agricultura y Ganadería y Consejería de Fomento y Medio 
Ambiente documentación en el que se señala el fallecimiento de uno de los inte-
resados, D. xxxx2, padre de la fallecida que era su heredera universal, por lo que 
es sustituida por su hijo menor de edad D. cccc.  

 
Octavo.- El 25 de abril el Jefe de la Sección de Conservación y 

Explotación del Servicio Territorial de Fomento de la Delegación Territorial de la 
Junta de Castilla y León en xxx3 emite informe en el que señala que “1.- (…), el 
diseño de estas arquetas no está normalizado y que en este caso en concreto el 
pocillo de la recogida de aguas de la cuneta no tiene rejilla. 
 

»Hay que decir que en la actualidad los proyectos se siguen 
redactando sin tapa de protección y que en algunas ocasiones la buena práctica 
aconseja la colocación de una rejilla en caso de que el pozo tenga mucha 
profundidad para evitar la caída de un peatón o tenga unas dimensiones tan 
extraordinarias que se pudiera caer un vehículo, circunstancias que en este 
caso no concurren. 
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»Por último decir que la arqueta tiene menos de 1,00 metros de 
altura y unas dimensiones interiores de 1,00 x 0,80 metros y que apenas 
sobresale del terreno natural. 

 
»2.- Con respecto si se han realizado obras o reparaciones en la 

arqueta se informa que no se ha hecho modificación alguna (se adjunta 
fotocopia de la misma)”.  
 

Noveno.- El 24 de mayo tienen entrada en el registro único de la 
Consejería de Agricultura y Ganadería y Consejería de Fomento y Medio 
Ambiente escrito remitido por la Guardia Civil de Tráfico en el que se indica la 
imposibilidad de remitir el informe técnico original correspondiente al atestado 
levantado con motivo del accidente ocurrido sin la autorización judicial 
correspondiente. 
 

El 18 de septiembre el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción Nº 4 
de xxx3 ha remitido las Diligencias Nº 491/06. En el informe técnico elaborado 
por la Guardia Civil se señala como causa principal/eficiente del accidente: 
“Circular a una velocidad inadecuada para las características y trazado de la vía 
por parte del conductor de la motocicleta accidentada”. 

 
En el atestado se recoge una declaración de un testigo presencial del 

accidente en la que manifiesta: “Que serían sobre las 11:30 horas de hoy 
cuando circulaba con su motocicleta detrás de la accidentado. Al llegar a la 
altura del lugar donde existe curva a la izquierda y una a la derecha, observó 
cómo la primera la trazó correctamente y al entrar en la segunda curva, 
observó cómo la moto accidentada hizo un extraño, moviéndose la rueda 
delantera, acto seguido salió de la vía con trazado recto hacia la cuneta 
izquierda, momento en que la perdió de vista”.  

 
Décimo.- El 5 de diciembre de 2013 se concede trámite de audiencia a 

la parte reclamante, la cual presenta el 23 un escrito en el que se ratifica en lo 
expuesto en su reclamación y considera que la arqueta que provocó el 
accidente se trata de una “auténtica arma mortal”, y que del propio informe de 
la Administración se pone de manifiesto que la arqueta carecía de rejilla de 
protección, sin que se realizaran obras o reparaciones. Además señalan la 
proximidad de la arqueta a la carretera y la falta de barrera de seguridad en 
toda la vía.  
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Decimoprimero.- El 31 de marzo de 2014 se formula propuesta de 

orden desestimatoria de la reclamación, al no acreditarse el nexo causal entre 
el funcionamiento del servicio público y el daño producido.  

 
Decimosegundo.- El 27 de mayo de 2014 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Fomento y Medio Ambiente emite informe en el que tras señalar 
que el procedimiento tramitado se ajusta a las previsiones normativas 
contenidas en el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones 
Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, considera conveniente 
realizar las siguientes actuaciones: 

 
- Requerir al Juzgado de primera Instancia e Instrucción de xxx3 

para que comunique la situación procesal en que se encuentra el Procedimiento 
Abreviado nº 1364/2006.  

 
- Solicitar un informe técnico en el que se expliquen los motivos 

por los que no se consideran aplicables ni la Instrucción 5.2 IC sobre Drenaje 
Superficial aprobada por Orden de 14 de mayo de 1990, del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo, ni las recomendaciones para el proyecto y construcción 
del drenaje subterráneo en obra de carretera que figuran como anejo de la 
Orden Circular 17/2003.  
 

Decimotercero.- El 16 de junio el Jefe de Servicio de Conservación y 
Explotación de la Dirección General de Carreteras e Infraestructuras de la 
Consejería de Fomento y Medio Ambiente emite informe en el que concluye:  

 
“1.- El elemento en el que se produjo el accidente es una arqueta 

para la recogida de agua de las cunetas de menos de 1 m de altura.  
 
»2.- El Pliego de Prescripciones Técnicas Generales para Obras de 

Carreteras y Puentes PG-3 define el elemento y establece que no es obligatorio 
la colocación de tapas o rejillas al no tener una profundidad superior a 1,5 m, ni 
preverse la circulación de tráfico sobre su superficie. 

 
»3.- En la Instrucción 5.2 IC sobre Drenaje Superficial aprobada 

por Orden de 14 de mayo de 1990, no se definen las características específicas a 
cumplir por las arquetas de las cunetas, que son diferentes a las de las tuberías 
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de drenaje, destacándose que incluso en el caso de estas últimas tampoco 
resulta obligatoria la colocación de tapas o rejillas en las arquetas con profun-
didad inferior a 1,5 m o que no vayan a soportar la circulación sobre las mismas.  

 
»4.- La Orden Circular 17/2003 Recomendaciones para el 

proyecto y construcción del drenaje subterráneo en obras de carretera no es, 
en este caso, de aplicación”.  
 

Decimocuarto.- El 19 de junio tiene entrada en el registro único de la 
Consejería de Agricultura y Ganadería y Consejería de Fomento y Medio 
Ambiente el Auto del Juzgado de Instrucción de xxx3 nº 1 de 4 de enero de 
2007, por el que se acuerda el sobreseimiento provisional y el archivo de las 
actuaciones, pues no aparece debidamente justificada la perpetración de delito.  

 
Decimoquinto.- El 15 de julio se concede nuevo trámite de audiencia a 

los interesados y, al resultar infructuoso, se publica en edictos.  
 

Decimosexto.- El 3 de octubre se formula propuesta de orden 
desestimatoria de la reclamación, al no acreditarse el nexo causal entre el 
funcionamiento del servicio público y el daño producido.  

 
Decimoséptimo.- El 29 de octubre de 2014 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Fomento y Medio Ambiente informa dicha propuesta favora-
blemente. 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 de 
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marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y 
competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se formula la reclamación (27 de julio de 2007) hasta que se realiza 
la propuesta de orden (3 de octubre de 2014). Esta circunstancia 
necesariamente ha de considerarse como una vulneración por parte de la 
Administración del artículo 12.b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 
que consagra el derecho de los ciudadanos a la resolución de los asuntos que 
les conciernan en un plazo razonable; e igualmente como una infracción de los 
principios y criterios que han de regir su actuación, recogidos en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, como los de eficacia, celeridad, eficiencia y 
servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de 
conllevar necesariamente la cantidad que, como indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración, se vaya a conceder, en su 
caso, mediante la oportuna resolución 

 
3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde al Consejero de 
Fomento y Medio Ambiente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82.2 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Consta 
que se presentó el 27 de julio de 2007, es decir, antes de haber transcurrido un 
año desde la fecha del accidente -23 de agosto de 2006-. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
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toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

  
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, comprobada la realidad de los daños 

sufridos por los interesados, es preciso determinar si tales perjuicios fueron o 
no consecuencia del funcionamiento normal o anormal del servicio público, 
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requisito indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de 
la Administración. 

 
Se fundamenta la reclamación en que el fallecimiento de Dña. vvvv en el 

accidente de circulación, ocurrido el día 23 de agosto de 2006 en el punto 
kilométrico 30,600 de la carretera cc502, se produjo al salirse de la vía la 
motocicleta en la que circulaba como copiloto y chocar la fallecida con una 
arqueta de piedra que se encontraba sin rejilla y sin la adecuada protección y a 
una distancia cercana a la carretera, que carecía en ese punto de barrera de 
seguridad, lo que supone un defectuoso funcionamiento del servicio público 
autonómico.  

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, la actuación del conductor de la 
motocicleta en la que iba la fallecida como copiloto se adecuó a las normas que 
regulan la utilización de los vehículos a motor en las vías públicas, así como si la 
Administración, por su parte, cumplió con las normas que, en relación con la 
conservación y señalización de la vía, le resultan exigibles, de forma que el 
nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el funcionamiento 
del servicio y el daño producido. 

 
Queda acreditado que la titular de la vía donde ocurrió el accidente es la 

Comunidad de Castilla y León. 
 
La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas se 

configura como objetiva, no obstante, la jurisprudencia modula tal carácter 
patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio determine la 
responsabilidad de la Administración respecto de cualquier consecuencia lesiva 
relacionada con aquél que se pueda producir. El Tribunal Supremo ha 
declarado, en su Sentencia de 5 de junio de 1998, que “la prestación por la 
Administración de un determinado servicio público y la titularidad por parte de 
aquélla de la infraestructura material para su prestación no implica que el 
vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las Administraciones 
Públicas convierta a éstas en aseguradoras universales de todos los riesgos con 
el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los 
administrados que pueda producirse con independencia del actuar 
administrativo, porque de lo contrario, como pretende el recurrente, se 
transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
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ordenamiento jurídico”. Criterio que ha sido recogido en otros fallos (a.e. 
sentencias de 13 de septiembre de 2002, 30 de septiembre y 14 de octubre de 
2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos, sin que baste, a estos efectos, que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
Ha de tenerse en cuenta, asimismo, la jurisprudencia según la cual “La 

imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración y 
el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas 
y concurrentes, aunque admitiendo la posibilidad de una moderación de la 
responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, la cual debe 
tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. El hecho de la 
intervención de un tercero o una concurrencia de concausas imputables, unas a 
la Administración y otras a personas ajenas, e incluso al propio perjudicado, 
imponen criterios de compensación o de atemperar la indemnización a las 
características o circunstancias concretas del caso examinado”. E igualmente la 
que sostiene “la exoneración de responsabilidad para la Administración, a pesar 
del carácter objetivo de la misma, cuando es la conducta del propio perjudicado 
o la de un tercero la única determinante del daño producido aunque hubiese 
sido incorrecto el funcionamiento del servicio público”. 

 



 

12 

El artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, impone al titular de la vía “La responsabilidad del 
mantenimiento de la misma en las mejores condiciones posibles de seguridad 
para la circulación y la instalación y conservación en ella de las adecuadas 
señales y marcas viales. También corresponde al titular de la vía la autorización 
previa para la instalación en ella de otras señales de circulación. En caso de 
emergencia, los Agentes de la autoridad podrán instalar señales 
circunstanciales sin autorización previa”. 

 
En el presente caso, según el informe elaborado por la Guardia Civil, el 

punto de la calzada donde ocurrió el accidente, que consistía en un tramo curvo 
de proyección a la derecha en un tramo de curvas sucesivas, estaba 
debidamente conservado y contaba con señales de curvas peligrosas P-14. Se 
indica que la causa principal del accidente es “Circular a una velocidad 
inadecuada para las características y trazado de la vía por parte del conductor 
de la motocicleta accidentada”. 

 
El informe del Jefe de la Sección de Conservación y Explotación del 

Servicio Territorial de Fomento de la Delegación Territorial de la Junta de 
Castilla y León en xxx3, de 8 de enero de 2013, reproducido en el antecedente 
de hecho sexto, mantiene que la carretera se encontraba en perfectas 
condiciones de mantenimiento tanto en lo relativo al firme como en lo relativo a 
la señalización y balizamiento. Del citado informe y de las fotografías 
incorporadas al expediente se pone de manifiesto que la carretera estaba en 
buen estado y se encontraba con la debida señalización de advertencia por 
curvas, así como barrera de seguridad.  

 
En relación con la arqueta vierte-aguas hay que señalar que ésta se 

encontraba en el margen izquierdo de la vía, sentido contrario al que circulaba 
la motocicleta y a una distancia considerable de aquélla. En el informe de la 
Guardia Civil se señala que “se observa una huella de rozadura dejada por la 
motocicleta accidentada que se inicia en el margen izquierdo terrizo (punto de 
salida de la vía), a 28,70 metros del PFRA, se desarrolla a lo largo de la cuneta 
y desnivel del margen izquierdo, finalizando en la posición final del vehículo”. El 
testigo que circulaba detrás de la motocicleta accidentada señala que “observó 
cómo la moto accidentada hizo un extraño”, con lo que se refleja que el 
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conductor realizó una maniobra extraña para el tipo de trazado y circunstancias 
de la vía.  

 
El informe del Jefe de la Sección de Conservación y Explotación del 

Servicio Territorial de Fomento de la Delegación Territorial de la Junta de 
Castilla y León en xxx3, de 8 de enero de 2013, al respecto señala que es difícil 
impactar con la arqueta, dada la distancia existente entre ésta y la carretera y 
su altura pues apenas sobresale del terreno adaptándose a la forma de la 
cuneta.  

 
Sobre las características técnicas de la arqueta se pronuncia el Jefe de 

Servicio de Conservación y Explotación de la Dirección General de Carreteras e 
Infraestructuras de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente en su informe 
de 16 de junio de 2014, reproducido en el antecedente de hecho 
decimotercero, que concluye que no incumple ninguna previsión normativa. 

 
De todo lo expuesto se pone de manifiesto que la carretera estaba 

debidamente conservada y señalizada y que la arqueta cumplía con la normativa 
aplicable dadas sus características técnicas, por lo que no existe una relación de 
causalidad entre el accidente y el funcionamiento del servicio público. 

 
Como ya se ha puesto de manifiesto, el atestado de la Guardia Civil 

señala como causa efectiva del accidente el circular a una velocidad excesiva, 
dadas las condiciones de la vía, al tratarse de un tramo con curvas sucesivas.   

 
El artículo 19.1 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 

y Seguridad Vial señala que “Todo conductor está obligado a respetar los 
límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, además, sus propias 
condiciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del 
vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y de 
circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento, a 
fin de adecuar la velocidad de su vehículo a las mismas, de manera que 
siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante 
cualquier obstáculo que pueda presentarse”.  

 
Por lo tanto, puede considerarse que la actuación del conductor 

(circulación a una velocidad inadecuada) intervino de forma tan decisiva en el 
origen del accidente que el daño no se hubiese producido sin ella, por lo que no 
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puede atribuirse la responsabilidad a la Administración, pues como se ha 
indicado, no existe responsabilidad de la Administración, a pesar de su carácter 
objetivo, cuando es la conducta del propio perjudicado la única determinante 
del daño producido, aún en aquellos casos en los que hubiese sido incorrecto el 
funcionamiento del servicio público.  

 
Al concurrir en este caso tales circunstancias, la reclamación debe 

desestimarse. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. xxxx1, D. xxxx2 y D. xxxx3, debido a los daños sufridos 
por el fallecimiento de Dña. vvvv en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


